
 

INFORME JURÍDICO 

PROCESO: Designación de la primera autoridad de la Defensoría Pública  

ACTO QUE SE 

APELA: 

Resolución Nro. CCS-DPE-007-2024 de 09 de abril de 2024 

SOLICITANTE: Luis Alberto Silva Soria 

POSTULANTE: Rodrigo Daniel Frías Toral 

 

En atención a la solicitud de apelación presentada en contra del postulante Rodrigo 

Daniel Frías Toral, al amparo de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 60 del 

“Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría 

Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación 

Ciudadana”, presento para consideración de sus autoridades, el siguiente informe 

jurídico no vinculante: 

1.- ANTECEDENTE 

1.1.- Mediante Resolución No. CPCCS-PLE-SG-012-O-2024-0097 de 20 de marzo de 

2024, el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social resolvió lo 

siguiente:  

Artículo 1.- Dar por conocidas las Resoluciones Nro. CCS-DPE-004-2024 y CCS-

DPE- 005- 2024, de 19 de febrero de 2024, de la Comisión Ciudadana de 

Selección del procedimiento de selección y designación por concurso público, de 

oposición y méritos con postulación, veeduría e impugnación ciudadana de la 

Primera Autoridad de la Defensoría Pública, remitidas a través del Oficio No. OF-

075-CCS-DP-2024 y Memorando No. CPCCS-CCS-DPE-2024-0040-M, de 19 

de febrero de 2024, suscritos por la Abg. Gabriela Alexandra Cadena García, 

Presidenta de la Comisión Ciudadana de Selección.  

 

Artículo 2.- Aprobar el modelo de Convocatoria a Escrutinio Público e 

Impugnación Ciudadana de los postulantes que superaron la etapa de oposición 

del Concurso público, de oposición y méritos con postulación, veeduría e 

impugnación ciudadana de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, 

remitida mediante Memorando No. CPCCS-CGC2024- 0288-M, de 19 de marzo 

de 2024, suscrito por la Mgs. Jackeline Elizabeth Herrera Piedra, Coordinadora 

General de Comunicación Social, Comunicación Participativa y Atención 

Ciudadana.  

 

Artículo 3.- Convocar a la ciudadanía a Escrutinio Público e Impugnación 

Ciudadana de los postulantes que superaron la etapa de oposición del Concurso 

público, de oposición y méritos con postulación, veeduría e impugnación 

ciudadana de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública (…)   



 

1.2.- El 26 de marzo de 2024 se publicó la convocatoria a Escrutinio Público e 

Impugnación Ciudadana en los periódicos de circulación nacional “Que”; “El Universo”; 

y, “El Expreso”, estableciéndose su presentación desde el 27 de marzo hasta el 03 de 

abril de 2024 a las 17h00, en la forma y condiciones señaladas en dicha convocatoria.  

1.3.- El artículo 53 del “Reglamento para la Selección y Designación de la Primera 

Autoridad de la Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con 

Veeduría e Impugnación Ciudadana” que regula la legitimación activa y oportunidad 

para impugnar, determina que: “los ciudadanos y organizaciones sociales podrán 

presentar impugnaciones en contra de los postulantes, dentro del término de cinco (5) 

días contados de la última publicación de la convocatoria” 

1.4.- El 03 de abril de 2024, el ciudadano Luis Alberto Silva Soria, interpuso una 

impugnación en contra del postulante Señor Rodrigo Daniel Frías Toral. 

1.5.- A través de memorando Nro. CPCCS-SG-2024-0369-M de 03 de abril de 2024, el 

Mgs. José Raúl Vallejo Espinoza, en su calidad de Secretario General del Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social remitió el listado de impugnaciones, detallando 

un total de 26 impugnaciones presentadas por la ciudadanía.  

1.6.- En la sesión ordinaria No. 08 del Pleno de la Comisión Ciudadana de Selección 

para la designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, llevada a cabo el 

05 de abril de 2024, se aprobó la metodología para la calificación de impugnaciones 

como instrumento de sustento para verificar que cumplan con las condiciones y 

requisitos establecidos en el artículo 55 del Reglamento del Concurso, así como los 

parámetros para la calificación.  

1.7.- En la sesión No. 09 llevada a cabo el 09 de abril de 2024, mediante Resolución 

No. CCS-DPE-007-2024, la Comisión Ciudadana de Selección aprobó los Informes 

individualizados de las impugnaciones presentadas por la ciudadanía en el marco del 

Concurso para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría 

Pública, que dieron como resultado la calificación de cinco (5) impugnaciones y la no 

calificación de veintiún (21) impugnaciones. 

1.8.- La Comisión ciudadana convocó a Audiencia Pública de las impugnaciones 

calificadas para el día jueves 11 de abril de 2024 a las 09h00, con el objetivo de 

escuchar los argumentos de cargo y de descargo de los impugnantes y postulantes 

respectivamente; esto en virtud de lo establecido en los artículos 57 y 58 del Reglamento 

del Concurso, convocatoria que fue notificada mediante correos electrónicos a los 

intervinientes.  

1.9.- En el marco del Proceso de Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 

Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 

impugnación Ciudadana, conforme a lo dispuesto en el artículo 60 del “Reglamento para 

la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública mediante 

Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación Ciudadana”, la  

Secretaría General, a través de Memorando notificó para conocimiento de la 

Coordinación General de Asesoría Jurídica, el recurso de apelación interpuesto a la 

Resolución No. CCS-DPE-007-2024, la cual se detalla a continuación: “ Luis Alberto 



 

Silva Soria, con un total de 08 hojas, la cual fue presentada el 12 de abril del 2024 a las 

10:08” 

1.10.- Mediante memorando Nro. CPCCS-CPCCS-2024-0461-M de 10 de mayo de 

2024, se dispuso lo siguiente: 

(…) conforme a lo establecido en el artículo 60 del Reglamento para la Selección 

y Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública mediante 

Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e Impugnación Ciudadana, al 

haber superado la interrupción de plazos proceda con la emisión del informe no 

vinculante respecto de las solicitudes de apelación, para conocimiento del Pleno 

del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social (…) 

1.11.- Que el ciudadano Luis Alberto Silva Soria, presento una acción de protección la 

misma que se identifica con el No. 17371-2024-00899   en la Unidad Judicial de Trabajo 

con sede en la parroquia Iñaquito del Distrito Metropolitano de Quito, provincia de 

Pichincha en contra el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, y a la 

Comisión Ciudadana de Selección de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública.  

1.12.- Que de la acción de protección No. 17371-2024-00899 presentada por el 

ciudadano Luis Alberto Silva Soria, se desprende la decisión del juez ponente, el Doctor 

Carlos Alfonso Dávila Ortega, el mismo que indica lo siguiente:  

“(…) Tampoco podemos dejar de advertir que el accionante ha presentado dos 

apelaciones respecto de las decisiones de no calificar las impugnaciones que 

han sido presentadas, debiendo establecer que conforme el propio Reglamento 

instituido por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, es 

atribución del Pleno del Consejo, resolver sobre situaciones no previstas en el 

reglamento, por lo que le correspondería a este órgano colegiado, dar respuesta 

afirmativa o negativa al peticionario, de conformidad con la Ley.(…)” 

1.13.-  De acuerdo a la sumilla inserta del Memorando Nro. CPCCS-CGAJ-2024-0393-

M, se dispone realizar el análisis de la sentencia, informar si existe apelación presentada 

por el ciudadano Luis Alberto Silva Soria, y si existe la apelación, realizar el informe de 

recomendaciones en el presente caso.  

 

2.- COMPETENCIA 

2.1.- Código Orgánico Administrativo: 

“Art. 65.- Competencia. La competencia es la medida en la que la Constitución y 

la ley habilitan a un órgano para obrar y cumplir sus fines, en razón de la materia, 

el territorio, el tiempo y el grado.” 

2.2.- Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 

Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 

Impugnación Ciudadana: 



 

“Art. 60.- Apelación a la resolución de impugnación ciudadana. - Dentro del 

término de tres (3) días contados a partir de la notificación señalada en el artículo 

anterior, las partes podrán presentar la solicitud de apelación ante el Pleno del 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. 

[…] La Coordinación General de Asesoría Jurídica (…) elaborará un informe no 

vinculante respecto de las solicitudes de apelación para que el Pleno del Consejo 

de Participación Ciudadana y Control Social (…) resuelva en mérito de los 

expedientes. La decisión del Pleno será de única y definitiva instancia. 

2.3.- Estatuto Orgánico del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social: 

 “Art. 14.- Estructura orgánica descriptiva. - Comprende la descripción de los 

procesos que conforman el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, 

como sigue a continuación: 

3. PROCESOS HABILITANTES:  

3.1. PROCESOS HABILITANTES DE ASESORÍA  

3.1.1. COORDINACIÓN GENERAL DE ASESORÍA JURÍDICA 

b) Atribuciones y responsabilidades del Coordinador. - 

Elaborar informes jurídicos sobre consultas realizadas por el Pleno, Presidente y áreas 

internas.” 

 

3.- BASE NORMATIVA 

3.1. Constitución de la República del Ecuador:  

“Art. 209.-  Para cumplir sus funciones de designación el Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social organizará comisiones ciudadanas de 

selección, que serán las encargadas de llevar a cabo, en los casos que 

corresponda, el concurso público de oposición y méritos con postulación, 

veeduría y derecho a impugnación ciudadana.  

Las comisiones ciudadanas de selección se integrarán por una delegada o 

delegado por cada Función del Estado e igual número de representantes por las 

organizaciones sociales y la ciudadanía, escogidos en sorteo público de entre 

quienes se postulen y cumplan con los requisitos que determinen el Consejo y la 

ley. Las candidatas y candidatos serán sometidos a escrutinio público e 

impugnación ciudadana. Las comisiones serán dirigidas por uno de los 

representantes de la ciudadanía, que tendrá voto dirimente, y sus sesiones serán 

públicas” 

3.2. Ley Orgánica del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social: 

“Artículo 55.- El Consejo de Participación Ciudadana y Control Social para 

cumplir sus funciones de designación, organizará comisiones ciudadanas de 



 

selección que estarán encargadas de realizar el concurso público de oposición y 

méritos, con postulación, veeduría y derecho a la impugnación ciudadana para 

la designación de las siguientes autoridades: Defensor Público(…) y las demás 

necesarias para designar a las y los miembros de otros cuerpos colegiados de 

las entidades del Estado de conformidad con la Constitución y la ley (…)”  

3.3. Código Orgánico Administrativo: 

“Art. 55.- Competencias de los órganos colegiados. Para la atribución de 

competencias a los órganos colegiados se tomará en cuenta al menos: 

1. Las políticas públicas a cargo de las administraciones públicas. 

2. Reglamentación interna. 

3. Aprobación de los planes estratégicos y presupuestos. 

4. Supervisión de la ejecución a cargo de los órganos administrativos bajo su 

dirección. 

5. Nombramiento y remoción de quien deba ejercer la representación de la 

administración de los órganos bajo su dirección. 

Los órganos colegiados adoptarán sus decisiones sobre la base de los informes 

técnicos, económicos y jurídicos provistos bajo responsabilidad de los órganos 

a cargo de las actividades de ejecución y asesoría en la administración (…)” 

“Art. 122.- Dictamen e informe. El dictamen y el informe aportan elementos de 

opinión o juicio, para la formación de la voluntad administrativa. 

Cuando el acto administrativo requiere fundarse en dictámenes o informes, en 

estos estará expresamente previsto el ordenamiento jurídico, como parte del 

procedimiento. 

Únicamente con expresa habilitación del ordenamiento jurídico, un órgano 

administrativo puede requerir dictámenes o informes dentro de los 

procedimientos administrativos.” 

3.4.- Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 

Defensoría Pública mediante Concurso de Oposición y Méritos con Veeduría e 

Impugnación Ciudadana: 

“Artículo 3.- Principios rectores. - El presente concurso se regirá por los 

siguientes principios:  

a) Independencia: las normas del presente Reglamento se deberán aplicar 

partiendo de la valoración objetiva de hechos y libres de cualquier influencia 

ajena.  

b) Transparencia: durante todas las etapas del proceso se garantizará el acceso 

a la información a través de la publicación en la página web institucional y el 

acceso a la documentación del proceso de los ciudadanos interesados.  



 

c) Meritocracia: la autoridad será elegida por la acreditación de sus méritos 

profesionales, los que serán valorados en función de las facultades relacionadas 

al cargo a desempeñarse.  

d) Probidad e integridad: la autoridad será elegida valorando su honorabilidad, 

conducta intachable y ausencia de conflicto de intereses, de forma que, la 

conducta de los postulantes esté por encima de cualquier reproche a los ojos de 

un observador imparcial.  

e) Igualdad y no discriminación: todos los postulantes serán valorados como 

iguales y gozarán los mismos derechos, deberes y oportunidades.  

f) Idoneidad: la autoridad será elegida tomando en cuenta las aptitudes 

necesarias para desempeñar el cargo de Defensoría Pública” 

“Artículo 15.- Requisitos para la postulación. - Para la designación de la primera 

autoridad de la Defensoría Pública mediante concurso público de méritos y 

oposición, con postulación, veeduría e impugnación ciudadana, las y los 

postulantes cumplirán con los siguientes requisitos establecidos en la 

Constitución y la Ley:  

a) Ser ecuatoriana o ecuatoriano y hallarse en goce de los derechos políticos;  

b) Tener título de tercer nivel en Derecho legalmente reconocido en el país;  

c) Haber ejercido con probidad notoria la profesión de abogada o abogado, la 

judicatura o la docencia universitaria en ciencias jurídicas, por un lapso mínimo 

de diez años; y,” 

“Artículo 16.- Prohibiciones e inhabilidades. - Además de las prohibiciones 

determinadas en los artículos 192 último inciso y 232 de la Constitución de la 

República del Ecuador, el artículo 77 del Código Orgánico de la Función Judicial 

y artículo 13 de la Ley Orgánica de la Defensoría Pública, no podrá postularse 

para ejercer el cargo de la primera autoridad de la Defensoría Pública, quien:  

a) Posea, a título personal o a través de su cónyuge, bienes, capitales, 

inversiones, fondos, acciones, participaciones de cualquier naturaleza en 

paraísos fiscales; 

b) Sea cónyuge o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo 

de afinidad del presidente o vicepresidente de la República; 

c) Hubiese sido condenado o condenada por sentencia ejecutoriada a pena 

privativa de libertad, por delitos de violencia contra la mujer y otros, mientras esta 

subsista; 

d) Tenga contrato con el Estado, como persona natural, socio o socia, 

representante, apoderado o apoderada de personas jurídicas, nacionales o 

extranjeras, celebrado para la adquisición de bienes, ejecución de obras 

públicas, prestación de servicios públicos sin relación de dependencia o 



 

explotación de recursos naturales, mediante concesión, asociación o cualquier 

otra modalidad contractual; 

e) Se hallare en interdicción judicial, mientras esta subsista, salvo el caso de 

insolvencia o quiebra que no haya sido declarada fraudulenta; 

f) Tenga sentencia ejecutoriada del Tribunal Contencioso Electoral por alguna 

infracción tipificada en la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas 

de la República del Ecuador - Código de la Democracia-, sancionada con la 

suspensión de los derechos políticos y de participación, mientras esta subsista; 

g) No haya cumplido las medidas de rehabilitación resueltas por autoridad 

competente, en caso de haber sido sancionado o sancionada por violencia 

intrafamiliar o de género; 

h) Haya ejercido autoridad ejecutiva en gobiernos de facto; 

i) Haya sido sancionado o sancionada por delitos de lesa humanidad; 

j) Tenga obligaciones en mora con el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 

(IESS) como empleador o prestatario; 

k) Tenga obligaciones tributarias con deuda en firme con el Servicio de Rentas 

Internas (SRI); 

l) Haya sido directivo de partidos o movimientos políticos inscritos en el Consejo 

Nacional Electoral o haya desempeñado dignidades de elección popular en los 

cinco (5) últimos años; 

m) Sea miembro de las Fuerzas Armadas, de la Policía Nacional o de la Comisión 

de Tránsito del Ecuador en servicio activo, o representante de cultos religiosos; 

n) Tengan pensiones alimenticias vencidas y que se reflejen en el Sistema Único 

de Pensiones Alimenticias (SUPA); 

o) Sea cónyuge, tenga unión de hecho, o sea pariente dentro del cuarto grado 

de consanguinidad o segundo de afinidad de las Consejeras o Consejeros del 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social y/o de las y los miembros 

de la Comisión Ciudadana de Selección; 

p) Haya sido sancionado o sancionada con destitución por responsabilidad 

administrativa o tenga sanción en firme por responsabilidad civil o penal en el 

ejercicio de funciones públicas, sin que se encuentre rehabilitado o rehabilitada; 

q) Incurra en alguna de las inhabilidades, impedimentos o prohibiciones para el 

ingreso o reingreso al servicio civil en el sector público; y, 

r) Las demás prescritas en la Constitución y la ley. 



 

s) La o el postulante acreditará no estar incurso en las prohibiciones señaladas, 

mediante una declaración juramentada en el formato único, otorgado mediante 

escritura pública ante Notario Público.  

Adicionalmente, los postulantes deberán acreditar los documentos públicos 

correspondientes solicitados en la convocatoria para demostrar que no se 

encuentren inhabilitados. Sin perjuicio de lo anterior, los miembros de la 

Comisión Ciudadana de Selección estarán obligados a verificar que el postulante 

no esté incurso en ninguna de las inhabilidades.” 

“Artículo 24.- Preclusión. - La finalización de una etapa del concurso público 

constituye la preclusión de esta, previo la reconsideración o recalificación 

respectiva dentro del término previsto para ello y permite el inicio de la siguiente 

etapa. No se admitirá reconsideración o recalificación alguna por parte de las y 

los postulantes respecto de una etapa que hubiere precluido.” 

“Artículo 25.- Etapa de Admisibilidad.- En la Etapa de Admisibilidad la Comisión 

Ciudadana de Selección, con el soporte del Equipo de apoyo deberá verificar 

que los postulantes cumplan con los requisitos y no se encuentren inmersos en 

las prohibiciones e inhabilidades previstas en el Título III del presente 

Reglamento. 

La Etapa de Admisibilidad se efectuará dentro del término de ocho (8) días 

contados desde la entrega de los expedientes por parte de la Secretaría General. 

Una vez concluido el término de la verificación, la Comisión Ciudadana de 

Selección, tendrá un término de dos (2) días para emitir el Informe de 

Admisibilidad, este contendrá el listado de las y los postulantes admitidos y será 

motivada individualmente de conformidad con lo previsto en el numeral g) del 

artículo 10 del presente Reglamento.” 

“Artículo 26.- Verificación de admisibilidad.- La Comisión Ciudadana de 

Selección estará obligada a validar los documentos presentados por los 

postulantes para acreditar el cumplimiento de los requisitos y la no incursión en 

las prohibiciones o inhabilidades. La Comisión deberá ingresar a las bases de 

datos públicos y verificar la autenticidad de los certificados adjuntados al 

expediente, y también, podrá solicitar de oficio información acerca de los 

postulantes a cualquier entidad pública o privada. 

La Comisión Ciudadana de Selección aplicará el principio de eficacia únicamente 

en la etapa de admisibilidad, de tal forma que no se descalificará a ciudadanos 

por simples omisiones de forma o, falta de presentación de certificados que 

puedan ser subsanadas por las verificaciones en las bases de datos públicos 

que efectúa la Comisión Ciudadana de Selección en el ejercicio de sus 

facultades. 

Para la verificación de la admisibilidad la Comisión Ciudadana de Selección se 

regirá por las siguientes disposiciones: 



 

a) Para constatar la nacionalidad ecuatoriana, se verificará la cédula de 

identidad; 

b) Para constatar el que se encuentre en goce de los derechos políticos, se 

verificará la declaración juramentada; 

c) Para constatar el título de tercer nivel en Derecho, se verificará el registro del 

título en la SENESCYT; 

d) Para constatar los diez (10) años de haber ejercido la profesión de abogado o 

abogada, la judicatura o la docencia universitaria en ciencias jurídicas, se 

verificarán mediante los siguientes documentos:  

Con relación de dependencia: 

i. Ejercicio en el sector público: certificados emitidos por la Unidad de 

Administración del Talento Humano de la(s) institución(es), respectiva. 

ii. Ejercicio en el sector privado: certificados laborales. 

Libre ejercicio de la profesión: 

matrícula o registro profesional, Registro Único de Contribuyentes RUC, 

certificaciones de prestación de servicios profesionales, copias de contratos, 

certificaciones. 

e) Para constatar la no incursión de las prohibiciones e inhabilidades, se 

verificará la declaración juramentada y las certificaciones que conforman el 

expediente. En caso de que, el postulante no hubiere presentado la certificación, 

pero esta se hubiese adquirido por efecto de las facultades de verificación de la 

Comisión Ciudadana de Selección, se aplicará el principio de eficacia previsto 

en el presente Reglamento.” 

“Artículo 51.- Escrutinio público e impugnación ciudadana. - La etapa de 

escrutinio público e impugnación ciudadana tiene como finalidad permitir a la 

ciudadanía y a las organizaciones sociales que presenten sus objeciones 

respecto de los postulantes y las postulantes, y, que estas sean resueltas de 

forma motivada y con objetividad.” 

“Artículo 53.- Legitimación activa y oportunidad.- Los ciudadanos y 

organizaciones sociales podrán presentar impugnaciones en contra de los 

postulantes, dentro del término de cinco (5) días contados de la última 

publicación de la convocatoria. 

No se admitirán impugnaciones por parte de las y los postulantes en contra de 

otros postulantes en este concurso.”  

Artículo 54.- Causales de impugnación. - cuando se considere que los o las 

postulantes incurran en una o más de las siguientes causales: 

a) Falta de cumplimiento de requisitos legales; 



 

b) Falta de probidad o idoneidad; 

c) Estar incursos en alguna de las prohibiciones e inhabilidades; 

d) Haber omitido información relevante para postular al cargo; y, 

e) Haber falsificado o alterado documentos para postular al cargo. 

“Artículo 55.- Contenido de las impugnaciones. – Las impugnaciones deberán 

presentarse por escrito y deberán contener lo siguiente: 

a) Nombres y apellidos de la persona natural o representante legal de la 

organización que presenta la impugnación; 

b) Copia del documento de identidad y copia del certificado de votación de la 

persona natural o nombramiento del representante legal de la organización que 

presenta la impugnación; 

c) Nombres y apellidos de la o el postulante contra quien se dirige la 

impugnación; 

d) Identificación de la causal o causales que motivan la impugnación; 

e) Descripción clara de los fundamentos de hecho y de Derecho que 

fundamentan la causal o causales de impugnación; 

f) Documentos probatorios en originales o copias debidamente certificadas; y 

g) Dirección electrónica para recibir notificaciones y firma de responsabilidad.” 

“Artículo 56.- Calificación a trámite de la impugnación ciudadana. - En el término 

de un (1) día contado a partir de la culminación del término para la presentación 

de impugnaciones, la Secretaría General del Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social remitirá las impugnaciones recibidas a la Secretaría 

de la Comisión Ciudadana de Selección para que la mencionada Comisión las 

califique y emita la Resolución de Calificación correspondiente dentro del término 

de tres (3) días, esta se notificará a las partes conforme a lo dispuesto en el 

presente Reglamento, la parte impugnada además será notificada con el 

contenido de la impugnación y los documentos de soporte. 

Solamente no se aceptarán a trámite aquellas impugnaciones que incumplan lo 

previsto en el Artículo 51 del presente Reglamento. En caso de duda sobre la 

procedencia de la calificación de una impugnación, la Comisión Ciudadana de 

Selección calificará a trámite la impugnación, con la finalidad de garantizar el 

escrutinio público y la impugnación ciudadana.” 

“Artículo 57.- Audiencia Pública. - En la notificación de aceptación a trámite de la 

impugnación ciudadana, la Comisión Ciudadana de Selección señalará el lugar, 

día y hora para la realización de la audiencia pública en la que las partes 

presentarán sus pruebas de cargo y descargo, dicha audiencia se realizará en 



 

un término máximo de tres (3) días contados a partir de la notificación. Será 

transmitida a través de los medios telemáticos y redes de la institución.” 

“Artículo 58.- Sustanciación de la audiencia pública. - En el lugar, día y hora 

señalada, la Presidenta o el Presidente de la Comisión Ciudadana de Selección 

instalará la audiencia pública con la presencia de la mayoría absoluta de sus 

integrantes. La audiencia pública, se sustanciará de conformidad con las 

siguientes disposiciones: 

a) A estas audiencias podrán asistir los miembros del Pleno del Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social. El Secretario de la Comisión 

Ciudadana de Selección deberá notificar a los miembros del Pleno con el lugar, 

el día y la hora en la que estas se llevarán a cabo. 

b) Las audiencias públicas serán transmitidas por las plataformas informáticas 

del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. 

c) Las partes podrán intervenir de forma personal y/o por medio de abogado o 

abogada. 

d) En primer término, se concederá la palabra a la o el impugnante, luego de lo 

cual se escuchará a la impugnada o impugnado. El tiempo para cada exposición 

será máximo de veinte (20) minutos. Se garantiza a las partes el derecho a la 

réplica por hasta diez (10) minutos, en el mismo orden establecido. 

e) En caso de inasistencia de la o el impugnante, o en el evento de no asistir las 

dos partes, se archivará la impugnación de pleno derecho. Si la inasistencia es 

de la parte impugnada, la parte impugnante tendrá derecho a ser escuchada en 

la audiencia.” 

“Artículo 59.- Resolución de la impugnación ciudadana. - Concluida la audiencia 

pública, la Comisión Ciudadana de Selección, dentro del término de dos (2) días, 

emitirá́́́́́́́́́́́́
́́́́
 su resolución motivada individualmente y la notificará a las partes de 

conformidad a lo dispuesto en el presente Reglamento.” 

“Artículo 60.-  Apelación a la resolución de impugnación ciudadana. - Dentro del 

término de tres (3) días contados a partir de la notificación señalada en el artículo 

anterior, las partes podrán presentar la solicitud de apelación ante el Pleno del 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. Las apelaciones se 

presentarán en la Secretaría General, Delegaciones Provinciales del Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social o en las oficinas consulares del 

Ecuador, mismas que escanearán la documentación y la remitirán 

inmediatamente al correo electrónico señalado por la Secretaría General del 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. Las apelaciones y su 

documentación original serán enviadas en el término de un (1) día a la Secretaría 

General, la que remitirá a la Coordinación General de Asesoría Jurídica en el 

término de un (1) día. La Coordinación General de Asesoría Jurídica, dentro del 

término de tres (3) días, elaborará un informe no vinculante respecto de las 

solicitudes de apelación para que el Pleno del Consejo de Participación 



 

Ciudadana y Control Social, dentro del término de dos (2) días contados desde 

la entrega del informe a Secretaría General, resuelva en mérito de los 

expedientes. La decisión del Pleno será de única y definitiva instancia. Esta 

resolución se notificará a la Comisión Ciudadana de Selección y a las partes de 

conformidad a lo dispuesto en el presente Reglamento. En caso de ser aceptada 

la impugnación, la o el postulante será descalificado y no podrá continuar en el 

proceso.” 

““DISPOSICIONES FINALES  

PRIMERA. - En todo lo no previsto en el presente Reglamento o en el 

caso de duda en su aplicación, el Pleno del Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social la absolverá y su cumplimiento será 

obligatorio e inapelable. Las cuestiones de simple trámite administrativo 

del proceso de selección y designación serán conocidas y resueltas por 

la Presidencia del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. 

(…)” 

 

4.- SOLICITUD DE APELACIÓN A LA RESOLUCIÓN DE IMPUGNACIÓN 

CIUDADANA Nro. CCS-DPE-007-2024 DE 09 DE ABRIL DE 2024 

El Señor Luis Alberto Silva solicitó al pleno del Consejo de Participación Ciudadana, lo 

siguiente: 

“Amparado en los fundamentos de hecho y de derecho del presente recurso, me 

permito solicitar a los señores del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana lo 

siguiente:  

1. La impugnación presentada bajo el oficio No. IMPUG-003-CPCCS-2024 

debe ser calificada conforme a lo establecido en el artículo 56 del 

Reglamento del concurso de Defensor Público, dado que cumple con todos 

los requisitos previstos en la norma que rige el concurso y no como ustedes 

han pretendido hacer no notar que no se presentaron fundamentos de hecho 

y de derecho, por lo que les invitó a leer el expediente completo de 

impugnación, el cual se encuentra conformado por un total de 292 fojas, 

puesto que si bien es numeroso, también su contenido es espeso y 

contundente para la descalificación del abogado Rodrigo Frías Toral, espero 

señores Comisionados que en esta ocasión su actuación se apegue a 

Derecho y no a bajos intereses a favor de uno u otro postulante, ya que 

dichas conductas y actuaciones podrían devenir hasta en un posible delito 

penal en su contra. (…)” 

Esta apelación a pesar de no estar prevista en los causales de la fase de impugnación 

ciudadana, por lo tanto, se puede percibir como un elemento sin normativa, ya que no 

se puede ir en contra del debido proceso y las etapas reglamentarias del concurso. 

Con base a este breve antecedente, se entiende que este tipo de apelaciones deben 

ser resueltas por el Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, el 



 

mismo que en base al Reglamento para la Designación y Selección de la primera 

autoridad de la Defensoría Pública, en sus disposiciones finales, nos da una pauta para 

resolver este tipo de apelaciones a impugnaciones no calificadas, ya que se entendería 

de carácter no previsto, y en virtud a nuestra facultad de velar la transparencia, y 

absolver cualquier consulta que esté por fuera del reglamento. 

Todo esto se resuelve y se ampara en la sentencia de la acción de protección No. 17371-

2024-00899 la misma, que nos expone de manera clara lo siguiente:  

“Tampoco podemos dejar de advertir que el accionante ha presentado dos 

apelaciones respecto de las decisiones de no calificar las impugnaciones que 

han sido presentadas, debiendo establecer que conforme el propio Reglamento 

instituido por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, es 

atribución del Pleno del Consejo, resolver sobre situaciones no previstas en el 

reglamento, por lo que le correspondería a este órgano colegiado, dar respuesta 

afirmativa o negativa al peticionario, de conformidad con la Ley.” 

Entonces entendemos que las apelaciones fueron presentadas en los tiempos 

adecuados, por lo que debe entrar en análisis las mismas.  

 

 

 

5.- ANÁLISIS DE LA APELACIÓN A LA RESOLUCIÓN NRO. CCS-DPE-007-2024 DE 

09 DE ABRIL DE 2024: 

5.1.- Informe Nro. IMP.AUD.PUB-CPCCS-CCS-DPE-2024-001 de 15 de abril de 

2024: 

Análisis individual de la Comisión Ciudadana de Selección y Designación de la 

Primera Autoridad de la Defensoría Pública: 

La Comisión ciudadana mediante informe Nro. IMP.AUD.PUB-CPCCS-CCS-DPE-2024-

001 de 15 de abril de 2024, desarrolló el análisis individual de la impugnación calificada 

en contra del postulante Byron Javier Guillén Zambrano, en los siguientes términos: 

“El sustento de la impugnación es la opinión personal del impugnante que 

establece su inconformidad en el puntaje recibido por el postulante en la 

impugnación. De conformidad con el artículo 209 de la Constitución quien lleva 

adelante los concursos es la Comisión Ciudadana de Selección quien califica y 

establece puntajes con absoluta independencia interna y externa, por lo que no 

solo el señor Silva sino que varios ciudadanos o los propios postulantes pueden 

estar de acuerdo o en desacuerdo con las calificaciones asignadas a los 

postulantes, pero esa mera presunción no es sustento suficiente para 

descalificar al postulante por el puntaje que recibió en una etapa del concurso 

que ya precluyó. Realizar una nueva calificación basada en la opinión del 

impugnante no es facultad de la Comisión y está prohibida en el artículo 24 del 

Reglamento del Concurso, pues la calificación de expedientes es propia de la 



 

fase de méritos, ya precluida. Además, señalar que existiría un conflicto de 

interés porque el postulante tiene un estudio jurídico particular, es como 

pretender señalar que un abogado no trabaje o ejerza su profesión de manera 

privada para poder postular, lo cual no solo es una discriminación sino una 

incoherencia absoluta por parte del impugnante” 

5.2.- Apelación del Señor Luis Alberto Silva Soria en contra de la resolución No. 

CCS-DPE-008-2024 

El Señor Luis Alberto Silva en el recurso de apelación ingresado el 12 de abril de 2024, 

considera que el postulante debería ser descalificado del concurso exponiendo los 

siguientes motivos: 

“a) Falta de probidad o idoneidad” 

“b) Haber omitido información relevante para postular al cargo” 

5.2.1.- En relación a la falta de probidad o idoneidad: 

En el recurso de apelación, el Señor Luis Alberto Silva Soria respecto a la falta de 

probidad o idoneidad. En el escrito con la apelación, el ciudadano expuso lo siguiente: 

“Hago notar que la descalificación se ha basado en el supuesto incumplimiento 

del literal e) del artículo 55 del Reglamento del concurso de Defensor Público, 

alegando que no se detallaron los fundamentos de hecho y de derecho de la 

impugnación. Sin embargo, esto es completamente falso, ya que, como se 

demuestra en el oficio No. IMPUG-003-CPCCS-2024 que contiene la 

impugnación contra el postulante Frías, se incluyeron detalladamente los 

fundamentos de hecho y de derecho que respaldan las causales de 

impugnación, abarcando desde las fojas 5 hasta la 50. Además, se adjuntaron 

las respectivas pruebas en original, copia certificada o materializada, las cuales 

estaban destinadas a ser presentadas y practicadas en la audiencia pública tras 

la debida calificación de la impugnación.” 

Se expone la falta de idoneidad de un postulante en un concurso para la designación 

de la primera autoridad de la Defensoría Pública debido a irregularidades en su 

documentación. La FE PÚBLICA se refiere a la validez de los documentos, los cuales 

deben contar con la aprobación del notario, y en este caso, la falta de una razón notarial 

descalifica al postulante. La veeduría ciudadana ha levantado un informe señalando que 

el postulante ha incumplido los requisitos legales al presentar certificados laborales no 

relacionados con las áreas relevantes para la Defensoría Pública. 

“Artículo 30.- Parámetros de calificación de méritos. - La calificación de méritos 

se realizará de conformidad con los siguientes parámetros: 

2. EXPERIENCIA LABORAL Y/O PROFESIONAL. Acumulables hasta 20 

puntos. Se considerará la experiencia laboral en las materias relevantes. La 

experiencia laboral se comprobará mediante los documentos siguientes: Con 

relación de dependencia: Ejercicio en el sector público: certificados emitidos por 

la Unidad de Administración del Talento Humano de la(s) institución(es), 

respectiva. Ejercicio en el sector privado: certificados laborales. Libre ejercicio 



 

de la profesión: matrícula o registro profesional, Registro Único de 

Contribuyentes RUC, certificaciones de prestación de servicios profesionales, 

copias de contratos, certificaciones.” 

Se discute el concepto de probidad en la gestión pública y cita resoluciones y normativas 

que establecen la importancia de la honestidad, integridad y transparencia en la 

selección de autoridades. Se destaca que el postulante ha presentado certificados 

laborales no pertinentes, lo que sugiere una posible manipulación del proceso de 

selección. También señala que la acción del postulante de incluir información no 

relevante en su documentación podría ser considerada como una inducción al error y 

un acto doloso. 

Se pone entre dicho la idoneidad del abogado Rodrigo Daniel Frías Toral para el cargo 

de Defensor Público General debido a irregularidades en su experiencia laboral 

presentada durante el proceso de selección. Se argumenta que su trabajo en el Servicio 

Nacional de Aduanas del Ecuador y en el Colegio Regional de Ingenieros Eléctricos y 

Electrónicos del Litoral (CRIEEL), no se relaciona con las materias relevantes para el 

cargo, lo cual contradice los principios de legalidad y transparencia en los concursos 

públicos. 

Se examinan detalladamente dos certificados laborales emitidos por estas instituciones, 

señalando que carecen de información detallada sobre las funciones desempeñadas 

por Frías, lo que los hace inválidos según los requisitos del concurso. Además, se 

cuestiona la veracidad de su empleo en el CRIEEL debido a la falta de registros en el 

Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS). 

Se destaca que la inclusión de estos certificados en su expediente de postulación 

evidencia una conducta cuestionable por parte de Frías, quien buscaba obtener un 

puntaje ilegal y favorecido por la comisión de selección. Se argumenta que estas 

acciones constituyen una violación a la probidad. 

 

5.2.2.- En relación a haber omitido información relevante para postular al cargo 

En el recurso de apelación el Señor Luis Alberto Silva Soria, respecto a haber omitido 

información relevante para postular al cargo expuso lo siguiente: 

“Es evidente entonces que mi impugnación no fue calificada porque no quisieron 

que exponga ante la ciudadanía la falta de probidad del abogado Rodrigo Frías, 

así como el claro cometimiento de dolo por parte del postulante al haber ocultado 

información trascendental dentro del proceso de selección, sancionado con 

privación de libertad según nuestro Código Orgánico Integral Penal. Esta 

omisión constituye una clara violación al principio de legalidad y al deber de 

investigar de manera exhaustiva cualquier indicio de posibles actos contrarios a 

la ley y hasta de corrupción por parte de ustedes. 

Según su posición, ustedes no tienen la facultad de examinar información o 

documentación que distorsione la verdad y socave la legalidad, transparencia e 

imparcialidad del concurso, incluso si surgen durante la fase de impugnación 



 

ciudadana y escrutinio público. Entonces, ¿cuál es su valoración de la 

impugnación ciudadana, señores? ¿Dónde queda el derecho de la ciudadanía a 

impugnar a los postulantes cuando han faltado a la verdad o incluso cometido 

delitos, como parece ser el caso del postulante Frías? 

 

Yo les responderé estas interrogantes respaldado en el Derecho, que al parecer 

ustedes, señores Comisionados, también desconocen. El artículo 12 del 

Reglamento, que hoy está siendo flagrantemente vulnerado por ustedes, 

establece claramente las atribuciones de la Comisión Ciudadana de Selección, 

entre la que se encuentra: 

 

"EN CUALQUIER ETAPA DEL CONCURSO, LA COMISIÓN CIUDADANA DE 

SELECCIÓN ESTARÁ FACULTADA PARA SOLICITAR, DE OFICIO, 

INFORMACIÓN ACERCA DE LA O EL POSTULANTE A CUALQUIER ENTIDAD 

PÚBLICA O PRIVADA, CON EL FIN DE VERIFICAR INFORMACIÓN, 

DECLARACIONES O DOCUMENTOS RECIBIDOS DENTRO DEL PROCESO, 

A EFECTOS DE PRONUNCIARSE MOTIVADAMENTE SOBRE LA APTITUD O 

PROBIDAD DE LAS Y LOS POSTULANTES (...)" 

 

la idoneidad y los impedimentos funcionales por conflicto de intereses del abogado 

Rodrigo Daniel Frías Toral para el cargo de Defensor Público General, en base a la 

normativa que establece los principios de probidad, idoneidad y conflictos de interés en 

la función pública en Ecuador. 

 

Se argumenta que Frías Toral incurre en una falta de probidad al no revelar su relación 

como socio fundador y propietario de la empresa ECUADOR CONSULTING S.A. 

ECUALTING durante el proceso de selección. Se señala que esta omisión constituye un 

conflicto de intereses, ya que sus intereses personales y económicos podrían influir en 

el ejercicio imparcial de sus funciones como Defensor Público. 

 

Con base a esto el Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad 

de la Defensoría Pública es claro al determinar lo siguiente: 

 

 

“Artículo 3.- Principios rectores. - El presente concurso se regirá por los 

siguientes principios: d) Probidad e integridad: la autoridad será elegida 

valorando su honorabilidad, conducta intachable y ausencia de conflicto de 

intereses, de forma que, la conducta de los postulantes esté por encima de 

cualquier reproche a los ojos de un observador imparcial” 

 

 



 

 

Imágenes recopiladas por la pagina Forbes Ec. Las mismas que pueden ser constatadas 

en el siguiente link: Ecuador Consulting Group, un estudio jurídico especializado en 

empresas y familia - Forbes Ecuador 

 

Se presenta evidencia, incluyendo la confirmación de la participación accionaria del 

abogado en la empresa por parte de la Superintendencia de Compañías, Valores y 

Seguros, así como la participación de su hija como accionista y abogada en la misma 

empresa. Se argumenta que esta situación compromete la imparcialidad del abogado 

Frías Toral y afecta su idoneidad para el cargo, contraviniendo la Constitución y el 

Reglamento del concurso de Defensor Público General. 

Por lo que tomamos en cuenta la Constitución de la Republica en el siguiente artículo: 

“Art. 232.- No podrán ser funcionarias ni funcionarios ni miembros de organismos 

directivos de entidades que ejerzan la potestad estatal de control y regulación, 

quienes tengan intereses en las áreas que vayan a ser controladas o reguladas 

o representen a terceros que los tengan.  

Las servidoras y servidores públicos se abstendrán de actuar en los casos en 

que sus intereses entren en conflicto con los del organismo o entidad en los que 

presten sus servicios.” 

https://www.forbes.com.ec/brandvoice/ecuador-consulting-group-estudio-juridico-especializado-empresas-familia-n10297
https://www.forbes.com.ec/brandvoice/ecuador-consulting-group-estudio-juridico-especializado-empresas-familia-n10297


 

 

 

Se puede verificar la participación de parte del postulante en la empresa ECUADOR 

CONSULTING S.A. ECUALTING, la misma que se puede constatar en la página de la 

Superintendencia de Compañías Valores y Seguros con el Número de expediente 

138280.    

Por lo tanto, también tomamos en cuenta el siguiente artículo del Reglamento para la 

Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública: 

“Artículo 12.- Facultad de verificación. – En cualquier etapa del concurso, la 

Comisión Ciudadana de Selección estará facultada para solicitar, de oficio, 

información acerca de la o el postulante a cualquier entidad pública o privada, 

con el fin de verificar información, declaraciones o documentos recibidos dentro 

del proceso, a efectos de pronunciarse motivadamente sobre la aptitud o 

probidad de las y los postulantes.” 

En conclusión, se solicita la descalificación inmediata de Frías Toral del concurso debido 

a su evidente conflicto de intereses, que afecta su probidad y la integridad del proceso 

de selección. 

 

6.- CONCLUSIONES: 

Con fundamento en el análisis expuesto y las normas constitucionales, legales y 

reglamentarias que han motivado el presente informe, se concluye lo siguiente: 

6.1.- Se concluye que la sentencia de la acción de protección No. 17371-2024-00899 es 

pertinente para la resolución de estos casos que se configuran de carácter no previsto, 

debido a que nos permite actuar por encima de las limitaciones normativas, y en facultad 

del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, poder resolver este 

tipo de acciones denominadas como “no previstas”. 



 

6.2.- El Señor Daniel Rodrigo Frías Toral incurrió en la causal determinada en el literal 

b) y d) del artículo 54 del Reglamento para la Selección y Designación de la Primera 

Autoridad de la Defensoría Pública. 

6.3.-Respecto a la falta de probidad o idoneidad, se concluye que el postulante no 

cumple con los conocimientos específicos para ser Defensor Público, ya que múltiples 

certificados van relacionados en capacitaciones aduaneras o capacitaciones en otras 

áreas ajenas a la defensa legal. Por lo que este alejamiento tenía que ser considerado 

al momento de calificar las impugnaciones, debido a que esta calificación se dio por la 

anterior Comisión Ciudadana. Por lo que se configura la causal de impugnación del 

artículo 54, específicamente el literal b).  

6.4.- Respecto al ocultamiento de información y la falta de probidad, se entiende que 

estos guardan una cercana relación y se concluye que el impugnado presentó 

documentación cuyo contenido, no era real en relación a la dependencia laboral que 

mantenía con la empresa ECUACONSULTING, configurándose la causal determinada 

en el literal b) y d) del artículo 54 del Reglamento para la Selección y Designación de la 

Primera Autoridad de la Defensoría Pública. Entendiendo que el ocultamiento de esta 

información le genera intereses directos con el concurso y su actividad económica 

privada, no menoscabando el hecho de trabajar. Si no el hecho de expresar que “solo 

trabajaba en relación de dependencia en esta empresa” y no la realidad, la misma que 

es su participación accionaria en la misma.  

7.- RECOMENDACIÓN: 

Con fundamento en el análisis efectuado y las normas constitucionales, legales y 

reglamentarias que rigen para el concurso Selección y Designación de la Primera 

Autoridad de la Defensoría Pública, en mi calidad de Coordinador General de Asesoría 

Jurídica, recomiendo al Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, 

lo siguiente: 

7.1.- Al amparo de lo dispuesto en la disposición final, acápite primero del Reglamento 

para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública, se 

recomienda aceptar la apelación a la resolución Nro. No. CCS-DPE-007-2024 realizada 

por el Señor Luis Alberto Silva Soria, en razón de ser una situación no prevista en el 

concurso. 

7.2.- Se recomienda descalificar al postulante Rodrigo Daniel Frías Toral por haber 

incurrido en las causales determinadas en el literal b) y d) 54 del Reglamento para la 

Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Defensoría Pública. 

 

 

 

 

 



 

El presente informe jurídico, tiene carácter de no vinculante de acuerdo al Artículo 60 

del Reglamento para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 

Defensoría Pública.  

 

 Nombre Firma 

Revisado y 

aprobado: 

 

Abg. David Eduardo Soria Tamayo 

Coordinador General de Asesoría 

Jurídica Encargado 

 

 

 

 

 

 

 


		2024-05-29T17:18:51-0500




